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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR. 
Valledupar, veintiséis (26) enero de dos mil veintiuno (2021). 

 

 
MEDIO DE CONTROL: Conciliación Prejudicial. 

DEMANDANTE: Manuel Medina Pineda. 

DEMANDADO: Ministerio de Educación Nacional- FNPSM. 

RADICADO: 20001-33-33-003-2020-00193-00 

 
 
 

I. ASUNTO. 

Procede el Juzgado a decidir sobre la audiencia de conciliación prejudicial 

de la referencia realizada ante el Procurador 47 Judicial II para Asuntos 

Administrativos, de conformidad con las siguientes,  

 

II.- ANTECEDENTES. 

MANUEL MEDINA PINEDA, solicitó la práctica de la diligencia de 

conciliación extrajudicial en escrito presentado ante la Procuraduría Judicial 

para Asuntos Administrativos de Valledupar.  

Los hechos que fundamentaron la conciliación objeto de estudio se resumen 

así: 

Informa el convocante que solicitó el reconocimiento y pago de cesantías 

parciales el día veintisiete (27) de octubre de 2016, las cuales fueron 

reconocidas a través de Resolución No 665 del trece (13) de febrero de 

2017, en consecuencia, aduce que a partir del diez (10) de febrero de 2017, 

expiraba el plazo para el pago de la referida prestación; por lo que estima 

que hasta la fecha en que se efectuó el pago (27-03-2017), se generó la 

sanción moratoria de la que trata la Ley 1071 de 2006.1 

2.1.- EL ACUERDO CONCILIATORIO. 

El día 3 de agosto de 2020, se celebró audiencia de conciliación prejudicial 

ante la Procuraduría 47 Judicial II para Asuntos Administrativos de 

Valledupar, llegando las partes al siguiente acuerdo:  

La convocada Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, manifestó que conciliaría el 90% de 

las pretensiones, esto es la suma de ($4.688.659), los cuales se cancelarían, 

dentro del mes siguiente a la comunicación del auto de aprobación judicial 

de la conciliación con cargo a los títulos de tesorería de conformidad con lo 

establecido en la Ley 1955 de 2019 (Plan Nacional de Desarrollo) y el 

Decreto 2020 de 2019, sin reconocer valor alguno por concepto de 

indexación ni intereses moratorios; propuesta ésta que fue aceptada en su 

integridad por la convocante.2 

                                                           
1 Fl. 2 a 3. 
2 Fl. 57. 
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El Procurador 47 Judicial II Administrativo, con respecto al acuerdo 

conciliatorio al que llegaron las partes estimó que el mismo no es violatorio 

de la ley y no resulta lesivo para el patrimonio público, al considerar que: (i) 

dentro del expediente obran las pruebas que justifican el acuerdo, (ii)  no se 

encuentra caduca la acción a impetrar y (iii) las partes cuentan con 

facultades para conciliar; por lo que dispuso su envió a los Juzgados 

Administrativos para su control de legalidad3; correspondiéndole a este 

Despacho según acta de reparto No 767 del 27 de agosto de 2020. 

III.- CONSIDERACIONES. 

3.1.- La conciliación prejudicial en materia contencioso-administrativa. 

La conciliación prejudicial en asuntos contencioso-administrativos, está 

regulada en el Capítulo II del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), en su artículo 161, el cual 

establece los requisitos previos para demandar, cuando se formulen 

pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, 

reparación directa y controversias contractuales. 

Respecto de los asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia 

contencioso-administrativa, el artículo 2° del Decreto 1716 de 20094, 

dispone que las entidades públicas y las personas privadas que 

desempeñan funciones propias de los distintos órganos del Estado, por 

conducto de apoderado, podrán conciliar sobre los conflictos de carácter 

particular y de contenido económico de los cuales pueda conocer la 

Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo.  

En materia contenciosa administrativa la ley autoriza el uso de este 

mecanismo alternativo de solución de conflictos, siempre que se acrediten 

unas exigencias especiales que deben ser valoradas en el aspecto fáctico y 

jurídico. 

Al respecto la Jurisprudencia del Consejo de Estado ha establecido que el 

acuerdo conciliatorio se someterá a los siguientes supuestos de aprobación: 

"1. Que no haya operado el fenómeno procesal de la caducidad de la acción (art. 
61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 446 de 1998) 2. Que el acuerdo 
conciliatorio verse sobre acciones o derechos económicos disponibles por las 
partes (art. 59 Ley 23 de 1991 y 70 Ley 446 de 1998) 3. Que las partes estén 
debidamente representadas y que tales representantes tengan capacidad para 
conciliar. 4. Que el acuerdo conciliatorio cuente con las pruebas necesarias, no 
sea violatorio de la ley o no resulte lesivo para el patrimonio público (art. 65a Ley 
23 de 1991 y art. 73 Ley 446 de 1998). (...) La aprobación del acuerdo conciliatorio 
depende de la fortaleza probatoria que lo sustenta, habida cuenta que el juez, 
además de llegar a la íntima convicción de su fundamentación jurídica, debe inferir 
que no resulte lesivo del patrimonio público”5 

3.2.- CASO CONCRETO. 

De conformidad con lo expuesto en precedencia, se pasará a analizar el 

cabal cumplimiento de los requisitos señalados, para efectos de decidir 

sobre la aprobación del acuerdo conciliatorio logrado en la Procuraduría 47 

Judicial II Para Asuntos Administrativos. 

                                                           
3 Fl. 58 
4 En concordancia con el Decreto 1069 de 2015 y Decreto 1167 de 2016. 
5 - Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 

2003. 'Consejo de Estado. Auto del 21 de octubre de 2009, Radicado 36.221, M.P. Mauricio Fajardo Gómez. 
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3.2.1.- Respecto a la representación de las partes y la capacidad de sus 

apoderados para conciliar. 

En la conciliación prejudicial celebrada en la Procuraduría 47 Judicial II para 

Asuntos Administrativos, el 3 de agosto de 2020, la parte convocante y 

convocada (Ministerio de Educación Nacional- FNPSM) actuaron a través 

de apoderados debidamente constituidos para el efecto y con facultades 

para conciliar, tal como se observa en los poderes debidamente otorgados 

allegados al expediente.6  

3.2.2.- Que el acuerdo conciliatorio cuente con las pruebas necesarias, no 

sea violatorio de la ley o no resulte lesivo para el patrimonio público. 

De acuerdo a lo establecido en la Ley 640 de 2001, en concordancia con los 

Decretos 1716 de 2009, 1069 del 2015 y 1167 de 2016, se tiene que en la 

audiencia de conciliación prejudicial debe aportarse por parte de la entidad 

pública convocada el original o copia auténtica de la respectiva acta del 

Comité de Conciliación o en su defecto un certificado suscrito por el 

representante legal que contenga la determinación tomada por la entidad; lo 

cual en el sub-examine, se echa de menos en tanto la documental allegada- 

certificación adiada 3 de agosto de 2020- no fue suscrita por el representante  

legal de la entidad demandada, tal como lo señala la norma citada7. 

Se subraya que la entidad convocada bien podía aportar el acta del comité 

de conciliación debidamente suscrita por todos los intervinientes o en su 

defecto certificación expedida por el representante legal de la entidad tal 

como lo señala la norma arriba citada, pero si optaba por ésta última debía 

realizarse conforme lo indica el legislador, esto es, el certificado debía ser 

suscrito por el representante legal de entidad y contener la determinación 

tomada por la entidad, en la cual se plasmen las premisas fácticas, jurídicas 

y jurisprudenciales tenidas en cuenta por el Comité para adoptar dicha 

determinación. 

En el caso la certificación aportada para tal efecto, se reitera, no fue suscrita 

por el representante legal de la convocada –Ministerio de Educación 

Nacional- FNPSM-, por ende es un documento que no puede comprometer 

jurídicamente a la entidad por no reunir los requisitos de ley.  

Sumado a lo anterior, tenemos que de conformidad con lo preceptuado en 

numeral 3° del artículo 9 del Decreto ibídem, cuando la conciliación 

prejudicial verse sobre los efectos económicos de un acto administrativo de 

carácter particular, también se indicará y justificará en el acta de conciliación 

extrajudicial  cuál o cuáles de las causales de revocación directa previstas 

en el artículo 93 de la Ley 1437 de 2011, o normas que lo sustituyan, sirve 

de fundamento al acuerdo e igualmente se precisará si con ocasión del 

                                                           
6 Fl. 6 y 19 a 40. 
7 Nótese que el documento con el cual la apoderada del Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, soporta la propuesta conciliatoria es la 

certificación adiada 3 de agosto de 20207, suscrita por el Secretario Técnico del Comité de 

Conciliación del Ministerio de Educación Nacional, en la que sucintamente se expresa la posición de 

conciliar en el asunto de la referencia. 
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acuerdo celebrado se produce la revocatoria total o parcial del mismo; 

circunstancia fáctica esta que no aparece acreditada en el plenario. 

De otro lado, en el marco del control que debe ejercer el juez administrativo 

tratándose de las conciliaciones, al tiempo que se debe verificar que el 

arreglo cuente con las pruebas necesarias y no sea lesivo para el patrimonio 

público, éste debe ajustarse a la ley, esto es debe estar en consonancia, de 

manera estricta, con los valores, principios y reglas jurídicas que, en su 

totalidad, conforman el ordenamiento. En consecuencia, todo acuerdo debe 

estar en consonancia con las reglas jurídicas que conforman nuestro 

ordenamiento jurídico, lo cual no aconteció en el sub-examine conforme se 

ha venido exponiendo.  

Por lo expuesto, el Juez Tercero Administrativo del Circuito de Valledupar. 

 

RESUELVE.      

PRIMERO: Improbar la Conciliación Extrajudicial plasmada en el acta de 

fecha tres (3) de agosto de 2020, de la Procuraduría 47 Judicial II para 

Asuntos Administrativos de Valledupar, celebrada entre el Ministerio de 

Educación Nacional- FNPSM- y Manuel Medina Pineda, conforme lo 

expuesto. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, devolver los documentos al 

convocante a través de su apoderado judicial, sin necesidad de desglose. 

TERCERO: En firme esta providencia, archívese el expediente y háganse 

las anotaciones de rigor. 

Notifíquese y Cúmplase   

  

MANUEL FERNANDO GUERRERO BRACHO 
Juez 

 

J03/MGB/cps 
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Firmado Por: 

 

MANUEL FERNANDO GUERRERO BRACHO  

JUEZ  

JUZGADO 003 ADMINISTRATIVO ORAL DE LA CIUDAD DE VALLEDUPAR-CESAR 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: ef2a5d1770eb04bf7be7414f3e23045adc633de9073d191eaa00fe4664445132 

Documento generado en 26/01/2021 04:30:52 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

REPÚBLICA DE COLOMBIA. RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. JUZGADO 

TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR. 

 

VALLEDUPAR, __________________ 

 

Por Anotación En Estado Electrónico  N°    

 

Se notificó el auto anterior a las partes que no fueron Personalmente. 

 

 

_______________________________________ 

ROSANGELA GARCÍA AROCA 

SECRETARIA 



 

 

 

   

  
 

 

JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR. 
Valledupar, veintiséis (26) enero de dos mil veintiuno (2021). 

 

 
MEDIO DE CONTROL: Conciliación Prejudicial. 

DEMANDANTE: Inés Angélica Lopera Castro. 

DEMANDADO: Ministerio de Educación Nacional- FNPSM. 

RADICADO: 20001-33-33-003-2020-00198-00 

 
 
 

I. ASUNTO. 

Procede el Juzgado a decidir sobre la audiencia de conciliación prejudicial 

de la referencia realizada ante el Procurador 47 Judicial II para Asuntos 

Administrativos, de conformidad con las siguientes,  

 

II.- ANTECEDENTES. 

INES ANGELICA LOPERA CASTRO, solicitó la práctica de la diligencia de 

conciliación extrajudicial en escrito presentado ante la Procuraduría Judicial 

para Asuntos Administrativos de Valledupar.  

Los hechos que fundamentaron la conciliación objeto de estudio se resumen 

así: 

Informa el convocante que solicitó el reconocimiento y pago de cesantías 

parciales el día 18 de octubre de 2018, las cuales fueron reconocidas a 

través de Resolución No 008663 del seis (6) de diciembre de 2018, en 

consecuencia, aduce que a partir del 4 de febrero de 2019, expiraba el plazo 

para el pago de la referida prestación; por lo que estima que hasta la fecha 

en que se efectuó el pago (18-09-2019), se generó la sanción moratoria de 

la que trata la Ley 1071 de 2006.1 

2.1.- EL ACUERDO CONCILIATORIO. 

El día 10 de agosto de 2020, se celebró audiencia de conciliación prejudicial 

ante la Procuraduría 47 Judicial II para Asuntos Administrativos de 

Valledupar, llegando las partes al siguiente acuerdo:  

La convocada Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, manifestó que conciliaría el 85% de 

las pretensiones, esto es la suma de ($18.388.813), los cuales se 

cancelarían, dentro del mes siguiente a la comunicación del auto de 

aprobación judicial de la conciliación con cargo a los títulos de tesorería de 

conformidad con lo establecido en la Ley 1955 de 2019 (Plan Nacional de 

Desarrollo) y el Decreto 2020 de 2019, sin reconocer valor alguno por 

concepto de indexación ni intereses moratorios; propuesta ésta que fue 

aceptada en su integridad por la convocante.2 

                                                           
1 Fl. 2 a 3. 
2 Fl. 59 
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El Procurador 47 Judicial II Administrativo, con respecto al acuerdo 

conciliatorio al que llegaron las partes estimó que el mismo no es violatorio 

de la ley y no resulta lesivo para el patrimonio público, al considerar que: (i) 

dentro del expediente obran las pruebas que justifican el acuerdo, (ii)  no se 

encuentra caduca la acción a impetrar y (iii) las partes cuentan con 

facultades para conciliar; por lo que dispuso su envió a los Juzgados 

Administrativos para su control de legalidad3; correspondiéndole a este 

Despacho por según acta de reparto No 813 del 2 de septiembre de 2020. 

III.- CONSIDERACIONES. 

3.1.- La conciliación prejudicial en materia contencioso administrativa. 

La conciliación prejudicial en asuntos contencioso administrativos, está 

regulada en el Capítulo II del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), en su artículo 161, el cual 

establece los requisitos previos para demandar, cuando se formulen 

pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, 

reparación directa y controversias contractuales. 

Respecto de los asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia 

contencioso administrativa, el artículo 2° del Decreto 1716 de 20094, dispone 

que las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan 

funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de 

apoderado, podrán conciliar sobre los conflictos de carácter particular y de 

contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo.  

En materia contenciosa administrativa la ley autoriza el uso de este 

mecanismo alternativo de solución de conflictos, siempre que se acrediten 

unas exigencias especiales que deben ser valoradas en el aspecto fáctico y 

jurídico. 

Al respecto la Jurisprudencia del Consejo de Estado ha establecido que el 

acuerdo conciliatorio se someterá a los siguientes supuestos de aprobación: 

"1. Que no haya operado el fenómeno procesal de la caducidad de la acción (art. 
61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 446 de 1998) 2. Que el acuerdo 
conciliatorio verse sobre acciones o derechos económicos disponibles por las 
partes (art. 59 Ley 23 de 1991 y 70 Ley 446 de 1998) 3. Que las partes estén 
debidamente representadas y que tales representantes tengan capacidad para 
conciliar. 4. Que el acuerdo conciliatorio cuente con las pruebas necesarias, no 
sea violatorio de la ley o no resulte lesivo para el patrimonio público (art. 65a Ley 
23 de 1991 y art. 73 Ley 446 de 1998). (...) La aprobación del acuerdo conciliatorio 
depende de la fortaleza probatoria que lo sustenta, habida cuenta que el juez, 
además de llegar a la íntima convicción de su fundamentación jurídica, debe inferir 
que no resulte lesivo del patrimonio público”5 

3.2.- CASO CONCRETO. 

De conformidad con lo expuesto en precedencia, se pasará a analizar el 

cabal cumplimiento de los requisitos señalados, para efectos de decidir 

sobre la aprobación del acuerdo conciliatorio logrado en la Procuraduría 47 

Judicial II Para Asuntos Administrativos. 

                                                           
3 Fl. 59 
4 En concordancia con el Decreto 1069 de 2015 y Decreto 1167 de 2016. 
5 - Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 

2003. 'Consejo de Estado. Auto del 21 de octubre de 2009, Radicado 36.221, M.P. Mauricio Fajardo Gómez. 
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3.2.1.- Respecto a la representación de las partes y la capacidad de sus 

apoderados para conciliar. 

En la conciliación prejudicial celebrada en la Procuraduría 47 Judicial II para 

Asuntos Administrativos, el diez (10) de agosto de 2020, la parte convocante 

y convocada (Ministerio de Educación Nacional- FNPSM) actuaron a través 

de apoderados debidamente constituidos para el efecto y con facultades 

para conciliar, tal como se observa en los poderes debidamente otorgados 

allegados al expediente.6  

3.2.2.- Que el acuerdo conciliatorio cuente con las pruebas necesarias, no 

sea violatorio de la ley o no resulte lesivo para el patrimonio público. 

De acuerdo a lo establecido en la Ley 640 de 2001, en concordancia con los 

Decretos 1716 de 2009, 1069 del 2015 y 1167 de 2016, se tiene que en la 

audiencia de conciliación prejudicial debe aportarse por parte de la entidad 

pública convocada el original o copia auténtica de la respectiva acta del 

Comité de Conciliación o en su defecto un certificado suscrito por el 

representante legal que contenga la determinación tomada por la entidad; lo 

cual en el sub-examine, se echa de menos en tanto la documental allegada- 

certificación adiada 3 de agosto de 2020- no fue suscrita por el representante  

legal de la entidad demandada, tal como lo señala la norma citada7. 

Se subraya que la entidad convocada bien podía aportar el acta del comité 

de conciliación debidamente suscrita por todos los intervinientes o en su 

defecto certificación expedida por el representante legal de la entidad tal 

como lo señala la norma arriba citada, pero si optaba por ésta última debía 

realizarse conforme lo indica el legislador, esto es, el certificado debía ser 

suscrito por el representante legal de entidad y contener la determinación 

tomada por la entidad, en la cual se plasmen las premisas fácticas, jurídicas 

y jurisprudenciales tenidas en cuenta por el Comité para adoptar dicha 

determinación. 

En el caso la certificación aportada para tal efecto, se reitera, no fue suscrita 

por el representante legal de la convocada –Ministerio de Educación 

Nacional- FNPSM-, por ende es un documento que no puede comprometer 

jurídicamente a la entidad por no reunir los requisitos de ley.  

Sumado a lo anterior, tenemos que de conformidad con lo preceptuado en 

numeral 3° del artículo 9 del Decreto ibídem, cuando la conciliación 

prejudicial verse sobre los efectos económicos de un acto administrativo de 

carácter particular, también se indicará y justificará en el acta de conciliación 

extrajudicial  cuál o cuáles de las causales de revocación directa previstas 

en el artículo 93 de la Ley 1437 de 2011, o normas que lo sustituyan, sirve 

de fundamento al acuerdo e igualmente se precisará si con ocasión del 

                                                           
6 Fl. 6 y 18 a 39. 
7 Nótese que el documento con el cual la apoderada del Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, soporta la propuesta conciliatoria es la 

certificación adiada 3 de agosto de 20207, suscrita por el Secretario Técnico del Comité de 

Conciliación del Ministerio de Educación Nacional, en la que sucintamente se expresa la posición de 

conciliar en el asunto de la referencia (fl. 40). 
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acuerdo celebrado se produce la revocatoria total o parcial del mismo; 

circunstancia fáctica esta que no aparece acreditada en el plenario. 

De otro lado, en el marco del control que debe ejercer el juez administrativo 

tratándose de las conciliaciones, al tiempo que se debe verificar que el 

arreglo cuente con las pruebas necesarias y no sea lesivo para el patrimonio 

público, éste debe ajustarse a la ley, esto es debe estar en consonancia, de 

manera estricta, con los valores, principios y reglas jurídicas que, en su 

totalidad, conforman el ordenamiento. En consecuencia, todo acuerdo debe 

estar en consonancia con las reglas jurídicas que conforman nuestro 

ordenamiento jurídico, lo cual no aconteció en el sub-examine conforme se 

ha venido exponiendo.  

Por lo expuesto, el Juez Tercero Administrativo del Circuito de Valledupar. 

RESUELVE.      

PRIMERO: Improbar la Conciliación Extrajudicial plasmada en el acta de 

fecha 10 de agosto de 2020, de la Procuraduría 47 Judicial II para Asuntos 

Administrativos de Valledupar, celebrada entre el Ministerio de Educación 

Nacional- FNPSM- y Ines Angelica Lopera Castro, conforme lo expuesto. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, devolver los documentos al 

convocante a través de su apoderado judicial, sin necesidad de desglose. 

TERCERO: En firme esta providencia, archívese el expediente y háganse 

las anotaciones de rigor. 

Notifíquese y Cúmplase   

  

MANUEL FERNANDO GUERRERO BRACHO 
Juez 

 

J03/MGB/cps 
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Firmado Por: 

 

MANUEL FERNANDO GUERRERO BRACHO  

JUEZ  

JUZGADO 003 ADMINISTRATIVO ORAL DE LA CIUDAD DE VALLEDUPAR-CESAR 

 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica, conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12 

 

Código de verificación: 24e39d2e4cdcda9bf55ebd5e0de28bad9a4a68393eb4d9c01cea07273a41598f 

Documento generado en 26/01/2021 04:30:53 PM 

 

Valide éste documento electrónico en la siguiente URL: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica 

REPÚBLICA DE COLOMBIA. RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO. JUZGADO 

TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE VALLEDUPAR. 

 

VALLEDUPAR, __________________ 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR. 
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DEMANDANTE: Carlos Enrique Molina Padilla 

DEMANDADO: CASUR 

RADICADO: 20001-33-33-003-2020-00205-00 

  

Estando el proceso al Despacho para deicidir sobre la aprobación o 
improbación del acuerdo conciliatorio de la ferencia, observa el suscrito el 
impedimento que le asiste para pronunciarse sobre el mismo, el cual se pasa 
a explicar: 
 
Mediante auto del 27 de febrero de la presente anualidad, proferido por el 
Dr. Edgar Ricardo Castellanos Romero, Magistrado del Consejo Seccional 
de la Judicatura Valledupar, Sala Disciplinaria, se dispuso la apertura de una 
investigación disciplinaria  en contra del suscrito, con ocasión a la queja 
formulada por la apoderada de la entidad demandada CLAUDIA CECILIA 
CHAUTA RODRÍGUEZ, decisión que me fue comunicada a través de la 
boleta de citación No. 0041, enviada el 2 de marzo de los corrientes, a la 
dirección de correo electrónica que para efectos de notificaciones judiciales, 
dispone este Juzgado. 
 
El artículo 130 del C.P.A.C.A. establece expresamente que los jueces 
administrativos deberán declararse impedidos en los casos que señala el 
artículo 150 del Código de Procedimiento Civil hoy 141 del Código General 
del Proceso y además en las causales que esa disposición consagra.  
 
En ese orden, considera este Juzgador que en el presente asunto se 
configura la causal consagrada en el numeral 7º del artículo 141 del C.G.P. 
que dispone:  
 

“Articulo 141. Son causales de recusación las siguientes: 7. Haber 
formulado alguna de las partes, su representante o apoderado, 
denuncia penal o disciplinaria contra el juez, su cónyuge o compañero 
permanente, o pariente en primer grado de consanguinidad o civil, 
antes de iniciarse el proceso o después, siempre que la denuncia se 
refiera a hechos ajenos al proceso o a la ejecución de la sentencia, y 
que el denunciado se halle vinculado a la investigación.”  

 
Ahora, una vez evidenciada la causal de impedimento, la misma ha de llevar 
el trámite establecido en el numeral 1 del artículo 131 del CPACA, el cual 
establece:  
 

“Artículo 131. Trámite de los impedimentos. Para el trámite de los 
impedimentos se observarán las siguientes reglas: (…..)  
 
1. 1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales 
de que trata el artículo anterior deberá declararse impedido cuando 
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advierta su existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, 
en escrito dirigido al juez que le siga en turno para que resuelva de 
plano si es o no fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del 
asunto; si no, lo devolverá para que aquel continúe con el trámite. Si 
se trata de juez único, ordenará remitir el expediente al 
correspondiente tribunal para que decida si el impedimento es 
fundado, caso en el cual designará el juez ad hoc que lo reemplace. 
En caso contrario, devolverá el expediente para que el mismo juez 
continúe con el asunto.” 

 
En síntesis, en el sub examine se estructura en cabeza este fallador el 
supuesto fáctico de impedimento consignado en la causal séptima del 
artículo 141 del CGP antes trascrito, por la apertura formal de una 
investigación disciplinaria en contra de este funcionario, adelantada en 
atención a la queja disciplinaria interpuesta por la apoderada de la Caja de 
Sueldos de Retiro de la Policía Nacional – CASUR, entidad demandada 
dentro de este asunto.  
 
Se precisa, que la causal de impedimento invocada sobrevino con 
posterioridad a la apertura de la investigación disciplinaria, que como ya se 
dijo, se comunicó el 2 de marzo del presente año, esto es con posterioridad 
a la última actuación del Despacho, por tanto, es procedente manifestar el 
impedimento estructurado en esta etapa procesal. 
 
En ese orden de ideas, con fundamento en el numeral 1 del artículo 131 del 
C.P.A.C.A., se ordenará remitir el expediente al Juzgado Cuarto 
Administrativo de este circuito, para que resuelva si es o no fundado el 
impedimento manifestado y, de aceptarlo, asuma el conocimiento del 
asunto; si no, lo devolverá para que este fallador continúe con el trámite. 
 

Notifíquese y Cúmplase   

 

MANUEL FERNANDO GUERRERO BRACHO 

Juez 
J3/MFGB/rop 
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JUZGADO TERCERO ADMINISTRATIVO DE VALLEDUPAR. 
Valledupar, veintiséis (26) enero de dos mil veintiuno (2021). 

 

 
MEDIO DE CONTROL: Conciliación Prejudicial. 

DEMANDANTE: Verenice Dávila Mancilla. 

DEMANDADO: Ministerio de Educación Nacional- FNPSM. 

RADICADO: 20001-33-33-003-2020-00230-00 

 
 
 

I. ASUNTO. 

Procede el Juzgado a decidir sobre la audiencia de conciliación prejudicial 

de la referencia realizada ante el Procurador 47 Judicial II para Asuntos 

Administrativos, de conformidad con las siguientes,  

 

II.- ANTECEDENTES. 

VERENICE DAVILA MANCILLA, solicitó la práctica de la diligencia de 

conciliación extrajudicial en escrito presentado ante la Procuraduría Judicial 

para Asuntos Administrativos de Valledupar.  

Los hechos que fundamentaron la conciliación objeto de estudio se resumen 

así: 

Informa la convocante que solicitó el reconocimiento y pago de cesantías 

parciales el día 2 de agosto de 2019, las cuales fueron reconocidas a través 

de Resolución No 5476 del 9 de agosto de 2019, en consecuencia, aduce 

que a partir del 19 de noviembre de 2019, expiraba el plazo para el pago de 

la referida prestación; por lo que estima que hasta la fecha en que se efectuó 

el pago (04-12-2019), se generó la sanción moratoria de la que trata la Ley 

1071 de 2006.1 

2.1.- EL ACUERDO CONCILIATORIO. 

El día 14 de septiembre de 2020, se celebró audiencia de conciliación 

prejudicial ante la Procuraduría 47 Judicial II para Asuntos Administrativos 

de Valledupar, llegando las partes al siguiente acuerdo:  

La convocada Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de 

Prestaciones Sociales del Magisterio, manifestó que conciliaría el 90% de 

las pretensiones, esto es la suma de ($2.116.794), los cuales se cancelarían, 

dentro del mes siguiente a la comunicación del auto de aprobación judicial 

de la conciliación con cargo a los títulos de tesorería de conformidad con lo 

establecido en la Ley 1955 de 2019 (Plan Nacional de Desarrollo) y el 

Decreto 2020 de 2019, sin reconocer valor alguno por concepto de 

indexación ni intereses moratorios; propuesta ésta que fue aceptada en su 

integridad por la convocante.2 

                                                           
1 Fl. 2 a 3. 
2 Fl. 61. 
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El Procurador 47 Judicial II Administrativo, con respecto al acuerdo 

conciliatorio al que llegaron las partes estimó que el mismo no es violatorio 

de la ley y no resulta lesivo para el patrimonio público, al considerar que: (i) 

dentro del expediente obran las pruebas que justifican el acuerdo, (ii)  no se 

encuentra caduca la acción a impetrar y (iii) las partes cuentan con 

facultades para conciliar; por lo que dispuso su envió a los Juzgados 

Administrativos para su control de legalidad3; correspondiéndole a este 

Despacho por según acta de reparto No 1014 del 30 de septiembre de 2020. 

III.- CONSIDERACIONES. 

3.1.- La conciliación prejudicial en materia contencioso administrativa. 

La conciliación prejudicial en asuntos contencioso administrativos, está 

regulada en el Capítulo II del Código de Procedimiento Administrativo y de 

lo Contencioso Administrativo (Ley 1437 de 2011), en su artículo 161, el cual 

establece los requisitos previos para demandar, cuando se formulen 

pretensiones relativas a nulidad con restablecimiento del derecho, 

reparación directa y controversias contractuales. 

Respecto de los asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia 

contencioso administrativa, el artículo 2° del Decreto 1716 de 20094, dispone 

que las entidades públicas y las personas privadas que desempeñan 

funciones propias de los distintos órganos del Estado, por conducto de 

apoderado, podrán conciliar sobre los conflictos de carácter particular y de 

contenido económico de los cuales pueda conocer la Jurisdicción de lo 

Contencioso Administrativo.  

En materia contenciosa administrativa la ley autoriza el uso de este 

mecanismo alternativo de solución de conflictos, siempre que se acrediten 

unas exigencias especiales que deben ser valoradas en el aspecto fáctico y 

jurídico. 

Al respecto la Jurisprudencia del Consejo de Estado ha establecido que el 

acuerdo conciliatorio se someterá a los siguientes supuestos de aprobación: 

"1. Que no haya operado el fenómeno procesal de la caducidad de la acción (art. 
61 ley 23 de 1991, modificado por el art. 81 ley 446 de 1998) 2. Que el acuerdo 
conciliatorio verse sobre acciones o derechos económicos disponibles por las 
partes (art. 59 Ley 23 de 1991 y 70 Ley 446 de 1998) 3. Que las partes estén 
debidamente representadas y que tales representantes tengan capacidad para 
conciliar. 4. Que el acuerdo conciliatorio cuente con las pruebas necesarias, no 
sea violatorio de la ley o no resulte lesivo para el patrimonio público (art. 65a Ley 
23 de 1991 y art. 73 Ley 446 de 1998). (...) La aprobación del acuerdo conciliatorio 
depende de la fortaleza probatoria que lo sustenta, habida cuenta que el juez, 
además de llegar a la íntima convicción de su fundamentación jurídica, debe inferir 
que no resulte lesivo del patrimonio público”5 

3.2.- CASO CONCRETO. 

De conformidad con lo expuesto en precedencia, se pasará a analizar el 

cabal cumplimiento de los requisitos señalados, para efectos de decidir 

sobre la aprobación del acuerdo conciliatorio logrado en la Procuraduría 47 

Judicial II Para Asuntos Administrativos. 

                                                           
3 Fl. 61. 
4 En concordancia con el Decreto 1069 de 2015 y Decreto 1167 de 2016. 
5 - Ver, entre otras, las providencias radicadas bajo los números: 21.677, 22.557, 23.527, 23.534 y 24.420 de 

2003. 'Consejo de Estado. Auto del 21 de octubre de 2009, Radicado 36.221, M.P. Mauricio Fajardo Gómez. 
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3.2.1.- Respecto a la representación de las partes y la capacidad de sus 

apoderados para conciliar. 

En la conciliación prejudicial celebrada en la Procuraduría 47 Judicial II para 

Asuntos Administrativos, el catorce (14) de septiembre de 2020, la parte 

convocante y convocada (Ministerio de Educación Nacional- FNPSM) 

actuaron a través de apoderados debidamente constituidos para el efecto y 

con facultades para conciliar, tal como se observa en los poderes 

debidamente otorgados allegados al expediente.6 

3.2.2.- Que el acuerdo conciliatorio cuente con las pruebas necesarias, no 

sea violatorio de la ley o no resulte lesivo para el patrimonio público. 

De acuerdo a lo establecido en la Ley 640 de 2001, en concordancia con los 

Decretos 1716 de 2009, 1069 del 2015 y 1167 de 2016, se tiene que en la 

audiencia de conciliación prejudicial debe aportarse por parte de la entidad 

pública convocada el original o copia auténtica de la respectiva acta del 

Comité de Conciliación o en su defecto un certificado suscrito por el 

representante legal que contenga la determinación tomada por la entidad; lo 

cual en el sub-examine, se echa de menos en tanto la documental allegada- 

certificación adiada 31 de agosto de 20207- no fue suscrita por el 

representante  legal de la entidad demandada, tal como lo señala la norma 

citada8. 

Se subraya que la entidad convocada bien podía aportar el acta del comité 

de conciliación debidamente suscrita por todos los intervinientes o en su 

defecto certificación expedida por el representante legal de la entidad tal 

como lo señala la norma arriba citada, pero si optaba por ésta última debía 

realizarse conforme lo indica el legislador, esto es, el certificado debía ser 

suscrito por el representante legal de entidad y contener la determinación 

tomada por la entidad, en la cual se plasmen las premisas fácticas, jurídicas 

y jurisprudenciales tenidas en cuenta por el Comité para adoptar dicha 

determinación. 

En el caso la certificación aportada para tal efecto, se reitera, no fue suscrita 

por el representante legal de la convocada –Ministerio de Educación 

Nacional- FNPSM-, por ende es un documento que no puede comprometer 

jurídicamente a la entidad por no reunir los requisitos de ley.  

Sumado a lo anterior, tenemos que de conformidad con lo preceptuado en 

numeral 3° del artículo 9 del Decreto ibídem, cuando la conciliación 

prejudicial verse sobre los efectos económicos de un acto administrativo de 

carácter particular, también se indicará y justificará en el acta de conciliación 

extrajudicial  cuál o cuáles de las causales de revocación directa previstas 

en el artículo 93 de la Ley 1437 de 2011, o normas que lo sustituyan, sirve 

de fundamento al acuerdo e igualmente se precisará si con ocasión del 

                                                           
6 Fl. 6 y 21 a 42. 
7 Fl. 64 
8 Nótese que el documento con el cual la apoderada del Ministerio de Educación Nacional- Fondo 

Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, soporta la propuesta conciliatoria es la 

certificación adiada 31 de agosto de 20208, suscrita por el Secretario Técnico del Comité de 

Conciliación del Ministerio de Educación Nacional, en la que sucintamente se expresa la posición de 

conciliar en el asunto de la referencia. 
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acuerdo celebrado se produce la revocatoria total o parcial del mismo; 

circunstancia fáctica esta que no aparece acreditada en el plenario. 

De otro lado, en el marco del control que debe ejercer el juez administrativo 

tratándose de las conciliaciones, al tiempo que se debe verificar que el 

arreglo cuente con las pruebas necesarias y no sea lesivo para el patrimonio 

público, éste debe ajustarse a la ley, esto es debe estar en consonancia, de 

manera estricta, con los valores, principios y reglas jurídicas que, en su 

totalidad, conforman el ordenamiento. En consecuencia, todo acuerdo debe 

estar en consonancia con las reglas jurídicas que conforman nuestro 

ordenamiento jurídico, lo cual no aconteció en el sub-examine conforme se 

ha venido exponiendo.  

Por lo expuesto, el Juez Tercero Administrativo del Circuito de Valledupar. 

RESUELVE.      

PRIMERO: Improbar la Conciliación Extrajudicial plasmada en el acta de 

fecha 14 de septiembre de 2020, de la Procuraduría 47 Judicial II para 

Asuntos Administrativos de Valledupar, celebrada entre el Ministerio de 

Educación Nacional- FNPSM- y Verenice Dávila Mancilla, conforme lo 

expuesto. 

SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior, devolver los documentos al 

convocante a través de su apoderado judicial, sin necesidad de desglose. 

TERCERO: En firme esta providencia, archívese el expediente y háganse 

las anotaciones de rigor. 

Notifíquese y Cúmplase   

  

MANUEL FERNANDO GUERRERO BRACHO 
Juez 

 

J03/MGB/cps 
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